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ORDEN FORAL     	 
 
Secretaría Técnica de Infraestructuras Viarias y Movilidad 
Negociado de Infraestructuras Viarias y Movilidad 
Nº Expte: INFOPU 2026/63 
 
Desestimar la solicitud de acceso a la información pública presentada por XXXXX por la que solicita información estadística y anonimizada sobre las autorizaciones VTC-N domiciliadas en el Territorio Histórico de Álava durante el año 2026. 
Con fecha 2 de septiembre de 2026 tuvo entrada en el Registro Electrónico Común de la Diputación Foral de Álava solicitud de acceso a la información pública presentada por XXXXX, por la que solicita información estadística y anonimizada sobre las autorizaciones VTC-N domiciliadas en el Territorio Histórico de Álava durante el año 2026, y más específicamente, sobre el: 
“1. Número de autorizaciones VTC-N que hayan causado alta en cada mes de 2026 hasta la fecha, indicando, si consta de forma diferenciada en sus registros, cuántas corresponden a: 
· nuevas autorizaciones otorgadas; 
· ejecución de sentencias o resoluciones; 
· rehabilitaciones; 
· cambios de domicilio o residencia desde otro territorio; - otras causas. Así como,  
2. Respecto de las nuevas autorizaciones VTC-N otorgadas durante 2026, indicar, si consta: 
· número de autorizaciones concedidas; 
· mes o año en que se presentaron las solicitudes; 
· si para iniciar esas solicitudes fue necesario identificar desde el primer momento vehículo y matrícula, o si pudieron aportarse posteriormente durante la tramitación o mediante requerimiento/subsanación.” 



















Berdintasun, Euskara eta Gobernantza Saila 	Euskararen eta Gobernu Irekiaren 	Probintzia plaza,  
	Zuzendaritza 	01001 Vitoria-Gasteiz 
Departamento de Igualdad, Euskera y Gobernanza 
	Dirección de Euskera y Gobierno Abierto 	Tel.: 945 18 18 18 
Fax: 945 18 19 47 
 
La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, tiene por objeto regular la transparencia de la actividad pública y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los responsables públicos.  
La disposición adicional primera de dicha Ley, relativa a las regulaciones especiales del derecho de acceso a la información pública, establece en su punto 2. que “Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, aquellas materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la información”.  
La Diputación Foral de Álava gestiona las autorizaciones VTC-N, en virtud de la delegación conferida por la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 5/1987, de 30 de julio, de Delegación de Facultades del Estado en las Comunidades Autónomas en relación con los transportes por carretera y por cable.  
Según establece, el art. 16 de la citada Ley Orgánica 5/1987 el Estado ostenta la función legislativa y la potestad reglamentaria sobre las materias objeto de delegación. Todas las autorizaciones de transporte de ámbito nacional se gestionan y se inscriben, en una base de datos denominada Registro de Empresas y Actividades de Transporte, que tiene un régimen jurídico propio de acceso a la información en materia de transportes terrestres por carretera de ámbito nacional. Concretamente, al respecto el art. 53 de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres (en adelante LOTT), establece lo siguiente: 
“1. El Registro de Empresas y Actividades de Transporte tiene por objeto: 
a) La inscripción de las empresas y personas que obtengan alguno de los títulos que habilitan para el ejercicio de las actividades y profesiones reguladas en esta ley o en las normas dictadas para su desarrollo. 
b) La inscripción de los contratos de gestión de los servicios públicos de transporte regular de viajeros de uso general. 
c) La anotación de todas las incidencias y datos relativos a las empresas, personas, títulos y contratos señalados en los apartados anteriores que reglamentariamente se determinen. 
d) Las sanciones impuestas por la comisión de las infracciones tipificadas en esta ley, así como aquellas otras anotaciones relativas a expedientes sancionadores que se consideren relevantes reglamentariamente. 
2. La inscripción en el Registro tendrá carácter obligatorio y se realizará de oficio por la Administración. 
3. La organización del Registro, integrada por los Registros territoriales y el Registro Central, se articulará conforme a lo que reglamentariamente se determine. 
4. El contenido del Registro se presume exacto y válido. 
5. Realizada una inscripción o anotación en el Registro, no podrá realizarse otra de igual o anterior fecha que resulte opuesta o incompatible con aquélla. 
6. El Registro es público en los términos siguientes: 
a) Publicidad plena: todo ciudadano podrá conocer los títulos habilitantes en vigor que posea cualquier otra persona física o jurídica en el momento de hacer su consulta, así como la tarifa y aquella otra parte del contenido de los contratos de gestión de servicios públicos de transporte regular de viajeros de uso general que reglamentariamente se determine. 
b) Publicidad restringida: las anotaciones relativas a un procedimiento sancionador únicamente podrán ser conocidas por la persona o personas a que estén referidas. 
c) Publicidad ordinaria: el acceso a datos obrantes en el Registro no incluidos en los apartados anteriores y que no pertenezcan a la intimidad de las personas podrá ser ejercido, además de por el propio sujeto al que estén referidos, por terceros que acrediten un interés legítimo.” 
Asimismo, en los arts. 49 y 50 del Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres (en adelante ROTT), se desarrolla el modo de acceder por la ciudadanía a los datos del Registro de Empresas y Actividades de Transporte. En el art.50 se establece lo siguiente: 
“2. Cualquier certificación o informe relativo a los datos obrantes en el Registro en relación con una empresa, título habilitante o contrato de gestión deberá ser emitida por la Oficina Territorial a la que corresponda su anotación. 
A estos efectos, el interesado deberá concretar la empresa, título habilitante o contrato a que se refiere su solicitud, no admitiéndose las solicitudes genéricas o que pretendan un volcado de todos los datos del Registro.” 
El régimen propio y específico de acceso a la información contenido en la LOTT, cumple con los parámetros de la doctrina del Tribunal Supremo sobre el significado y alcance del apartado 2 de la D. A. 1.ª de la Ley 19/2013. Según la doctrina del Tribunal Supremo, el desplazamiento de las previsiones contenidas en la Ley 19/2013 y, por lo tanto, del régimen jurídico general previsto en dicha norma, en todo lo relativo al acceso a la información pública, sus límites y el procedimiento que ha de seguirse, exige que otra norma de rango legal incluya un régimen propio y específico que permita entender que nos encontramos ante una regulación alternativa por las especialidades existentes en un ámbito o materia determinada, creando así una regulación autónoma en relación con los sujetos legitimados y/o el contenido y límites de la información que puede proporcionarse. 
Como ejemplo en la sentencia del Tribunal Supremo 311/2022, de 10 de marzo, que indicó lo siguiente: 
“En las mencionadas sentencias se fijó como jurisprudencia que "(...) las previsiones contenidas en la Ley 19/2013, de Transparencia y Buen Gobierno, por lo que respecta al régimen jurídico previsto para al acceso a la información pública, sus límites y el procedimiento que ha de seguirse, tan solo quedan desplazadas, actuando en este caso como supletoria, cuando otra norma legal haya dispuesto un régimen jurídico propio y especifico de acceso a la información en un ámbito determinado, tal y como establece la Disposición Adicional Primera apartado segundo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. Ello exige que otra norma de rango legal incluya un régimen propio y específico que permita entender que nos encontramos ante una regulación alternativa por las especialidades que existen en un ámbito o materia determinada, creando una regulación autónoma respecto de los sujetos legitimados y/o el contenido y límites de la información que puede proporcionarse.  
(…). 
La reseñada jurisprudencia ha sido perfilada y matizada con posterioridad. Así en la STS de 18 de marzo de 2021 (RCA 3934/2020), tras recordar la doctrina sentada en las dos SSTS mencionadas, recuerda que en la STS de 8 de marzo de 2021 (RCA 1975/2020) se aclaró en qué consiste un régimen específico propio manifestando que existe "un régimen específico propio cuando en un determinado sector del ordenamiento jurídico existe una regulación completa que desarrolla en dicho ámbito el derecho de acceso a la información por parte, bien de los ciudadanos en general, bien de los sujetos interesados. En tales supuestos es claro que dicho régimen habrá de ser aplicado con carácter preferente a la regulación de la Ley de Transparencia, que en todo caso será de aplicación supletoria para aquellos aspectos que no hayan sido contemplados en tal regulación específica siempre, claro está, que resulten compatibles con ella". Sin embargo, se añadía en la citada STS de 8 de marzo de 2021, "más frecuente que una regulación alternativa completa es la existencia en diversos ámbitos sectoriales de disposiciones, anteriores a la Ley de Transparencia, que contienen previsiones que afectan al derecho de acceso a la información, muy especialmente en relación con sus límites, como ocurre en el presente asunto con la previsión sobre confidencialidad en el sector de los productos sanitarios. Pues bien, hemos de precisar que en este caso, y aunque no se trate de un régimen específico completo, dicha regulación parcial también resulta de aplicación prevalente de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional, manteniendo la Ley de Transparencia su aplicación supletoria en todo lo demás, esto es, el marco general del derecho de acceso a la información y el resto de la normativa establecida en la Ley de Transparencia, a excepción de lo que haya quedado desplazado por la regulación parcial. Resulta así, por tanto, que cuando la disposición adicional primera dispone que se regirán por su normativa específica las materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la información, incluye la aplicación prevalente de cualquier regulación sectorial que se refiera al acceso a la información, aunque no se configure como un tratamiento global y sistemático del mismo, quedando en todo caso la Ley de Transparencia como regulación supletoria". 
Finalmente, también ha de señalarse que ha generado controversia la interpretación del alcance de esta disposición en relación con el ámbito de competencia de las autoridades de transparencia para conocer reclamaciones sobre el derecho de acceso a la información. En este sentido, el Tribunal Supremo, en su Sentencia 312/2022, de 10 de marzo, ha precisado que la existencia de normativa sectorial específica reguladora del derecho de acceso a la información no impide el acceso a la reclamación potestativa ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno establecido en la Ley 9/2013.  
Expuesto lo anterior, procede tramitar la solicitud de acceso a la información formulada por XXXXX, aplicando en primer lugar las previsiones contenidas en la LOTT y en el ROTT, y supletoriamente la Ley 19/2013. 
Con arreglo al art. 53.6 de la LOTT la información solicitada por XXXXX constituye un supuesto de publicidad ordinaria, es decir, un acceso a los datos obrantes en el Registro de Empresas y Actividades de Transporte que puede ser ejercido por “terceros que acrediten un interés legítimo”. Dado que en su solicitud no incluye motivación ni explicación alguna de la necesidad de dicha información, no concurre el necesario “interés legítimo” por lo que procede denegar su solicitud. 
Sin perjuicio de lo anterior, se informa al solicitante que la actividad general de la Dirección de Movilidad y Transportes está sometida al Capítulo II “Publicidad activa” de la Ley 9/2013, y por ello, todos los años durante el primer semestre se publica una Memoria Anual de la Dirección de Movilidad y Transportes, que puede consultar en https://irekia.araba.eus/es/-/memoria-movilidad-y-transportes  
En dichas Memorias se publica el número de autorizaciones de transportes clasificadas por tipología, entre las que se encuentran las VTC-N, en la que se incluye una comparativa con los dos años anteriores, por lo que se puede ver su evolución y el incremento/decrecimiento de cada tipo de autorización con respecto a los años anteriores. 
Si bien esta información que se publica todos los años durante el primer semestre, no contiene una estadística tan detallada como la solicitada por XXXXX, sirve para dar cumplimiento al Capítulo II de la Ley 9/2013, por lo que en aplicación supletoria de la citada Ley, la información que ha solicitado estaría incursa en las causas de inadmisión previstas en los apartados a y c del art. 18  Ley 9/2013:  “Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general” dado que la información de las autorizaciones de 2026 se publicará en el primer semestre de 2027, y “Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración de la Ley”.   
Por último, en la petición formulada por XXXXX cuando indica que “si para iniciar esas solicitudes fue necesario identificar desde el primer momento vehículo y matrícula, o si pudieron aportarse posteriormente durante la tramitación o mediante requerimiento/subsanación”, esto en realidad sería una consulta de tipo jurídico, y en respuesta a esta consulta se les informa que  en todos los expedientes debe indicarse un número de matrícula desde un inicio, al cual se pretenda adscribir a la autorización, y sin el dato de la matrícula el expediente no puede ser analizado. 
Cuando se analiza un expediente, en caso de que deba subsanarse algún requisito preceptivo siempre se realiza un requerimiento de subsanación, con la excepción de que los vehículos consten domiciliados fuera del 
Territorio Histórico de Álava, en cuyo caso, se procede a la denegación directa de la solicitud al no ser el requisito del domicilio del vehículo subsanable, en aplicación de la doctrina del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (entre otras muchas, STSJPV 277/2025, de 1 de julio). 
En su virtud, en ejercicio de las facultades que me competen como Diputado de Movilidad Sostenible e Infraestructuras Viarias, 
 
DISPONGO 
Primero. Desestimar la solicitud de acceso a la información pública presentada por XXXXX  
Segundo. Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses o, previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo Foral de Transparencia y Buen Gobierno en el plazo de un mes; en ambos casos, el plazo se contará desde el día siguiente al de la notificación de la presente resolución. 
Vitoria-Gasteiz. 
	Jon Nogales Prieto  
Mugikortasun Jasangarriaren eta Bide 
Azpiegituren Saileko foru diputatua 
Diputado Foral de Movilidad Sostenible e 
Infraestructuras Viarias 
	Patricia Perez Aguirre 
Mugikortasun eta Garraio zuzendaria 
Directora de Movilidad y Transportes 
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